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   SENTENCIA TUTELA N 115 
               Radicado 2022-308 

 

 

  JUZGADO SEGUNDO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

BUCARAMANGA 

 
Bucaramanga, septiembre 14 (catorce) de dos mil veintidós (2022) 

 
 
RADICADO       No.680014105002-2022-00308-00 
ACCIONANTE: MARTHA YANET ORDUZ ORDOÑEZ C.C. 51.743.977 
ACCIONADO:   NUEVA EPS y CLINICA FOSCAL  
VINCULADOS: CENTRO OFTALMOLOGICO VGR S.A.S  
ASUNTO:         SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

  
 

1. ASUNTO A DECIDIR 
 

Procede el Despacho a pronunciarse respecto de la solicitud de tutela judicial 

presentada por la señora MARTHA YANET ORDUZ ORDOÑEZ con C.C. 51743977 contra 

NUEVA EPS y CLINICA FOSCAL.    

 
2. SUPUESTOS FÁCTICOS 

La accionante indica que:  

 

2.1.  Se encuentra afiliada mediante el régimen contributivo a NUEVA EPS en calidad de 

beneficiaria de su hija. 

 

2.2. Tiene 65 años de edad y presenta diagnóstico de diabetes tipo 2, hipertensión 

arterial, angina no especificada, nefropatía crónica, obesidad, polineuropatía sensitiva, 

dolor crónico entre otras.  

 

2.3. Sostiene que en razón al diagnóstico de cataratas fue intervenida en la CLÍNICA 

FOSCAL en donde le exigieron cancelar la totalidad del valor del copago de manera 

anticipada para fijar la fecha del procedimiento.   

 

2.4. Aunado a lo anterior sostiene que por su diabetes presentó problemas de visión 

con diagnóstico de Retinopatía diabética por lo cual debía hacerse una serie de 

procedimientos    
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2.5. Desde el mes de febrero para poder acceder a cada procedimiento tuvo que realizar 

varios pagos ya que si no los cancelaba no la operaban.  

 

2.6. Asevera la accionante, que su hija solicitó explicación ante la CLINICA FOSCAL del 

por qué seguían cobrando copagos completos, si según la norma (acuerdo 260 de 2004 

articulo 9, parágrafo), solo se cancela un copago al año por el mismo diagnóstico, sin 

que se recibiera una explicación clara.  

 

2.7. Sostiene que es una adulta mayor que padece múltiples enfermedades y que vive 

bajo el amparo de su única hija quien es madre cabeza de familia de dos hijos menores 

de edad, la cual devenga un salario mínimo.  

 

3. PRETENSIONES 

 

3.1. La accionante solicita;  

 

- “Ordenar a la FOSCAL IPS – NUEVA EPS que sin mas dilaciones revisen los cobros 

realizados y verifiquen los excedentes cancelados, los cuales deben ser 

devueltos…”   

 

- “Se me exonere del pago de cuotas y copagos en cada una de las citas médicas, 

procedimientos médicos (exámenes) procedimientos quirúrgicos y entrega de 

medicamentos conforme al artículo 187 de la ley 100 de 1993…” 

 

- “Que se ordene a NUEVA EPS que, en cumplimiento del principio de integralidad, 

proceda a brindar todo el TRATAMIENTO INTEGRAL que ordenen los médicos 

tratantes, de manera CONTINUA, OPORTUNA, EFICAZ para los diagnósticos que 

padezco…”. 

 

4. ACTUACIÓN PROCESAL  

 

4.1. El día 31 de agosto de 2022 la accionante radicó la demanda de tutela.   
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4.2. A través de providencia de fecha 31 de agosto de 2022, se admitió la presente 

acción de tutela ordenando correr traslado al ente accionado y vinculado a fin de que 

se pronunciaran al respecto en el término de dos días, contados a partir del recibo de la 

respectiva comunicación.  

 

5. CONTESTACIÓN DE LA ACCIONADA  

 

5.1. NUEVA EPS manifiesta que la accionante presentó acción de tutela ante el 

JUZGADO DOCE CIVIL MUNICIPAL BUCARAMANGA, con radicado 2022-00317 la cual fue 

concedida. Sostuvo que en la presente acción de tutela se evidencia una presunta 

actuación temeraria por cuanto ya ha presentado tutela basada en supuestos de hecho 

idénticos, que conforme a lo anterior, la Honorable Corte ha establecido que en aquellos 

casos en que se configure una actuación temeraria, las acciones de tutela interpuestas 

deben ser declaradas improcedentes. 

 

En razón a lo anterior solicita se deniegue por improcedente la presente acción de tutela 

contra NUEVA EPS S.A, teniendo en cuenta la acción temeraria de la accionante en 

cuanto al tratamiento integral y exoneración de copagos.  

 

5.2. La accionada CLINICA FOSCAL y el CENTRO OFTALMOLOGICO VGR S.A.S, no dieron 

contestación a la presente acción constitucional pese a estar debidamente notificadas.  

 

6.  C O N S I D E R A C I O N E S    

 

6.1. Competencia 

 

Conforme se consignó en el auto admisorio de la demanda, este Despacho es 

competente para tramitar la acción de tutela de la referencia y proferir la sentencia que 

en derecho corresponda, con fundamento en el artículo 86 de la Constitución Política, 

en concordancia con el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, el Decreto 1983 de 2017 

y el Decreto 333 de 2021.   

 

6.2. Problema jurídico 
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Determinar, si las entidades accionadas y/o vinculadas vulneran el derecho 

fundamental a la salud ya la vida en condiciones dignas de la señora MARTHA YANET 

ORDUZ ORDOÑEZ, al solicitar el pago de cuotas moderadoras y copagos derivados o 

como requisito para realizar procedimientos médicos ordenados en razón a su 

diagnóstico.  

 

6.3. De la legitimación en la acción de tutela  

 
Uno de los requisitos para analizar de fondo la procedibilidad de la acción de Tutela 

corresponde a la legitimación tanto por la parte accionante para interponer la acción 

que es equivalente a la legitimación por activa, como la legitimación de la parte 

accionada para asumir el conocimiento de la situación que se suscita por la parte actora 

o legitimación por pasiva, y a su vez, la legitimación del juez para conocer de las 

presentes diligencias.  

 
6.4.  De la legitimación del Juez para asumir el conocimiento de las diligencias.  

 

La acción de tutela se estableció en el artículo 86 de la actual Constitución Política de 

1991, como el medio más expedito y rápido para hacer cesar las acciones u omisiones 

que vulneran o amenazan un derecho fundamental; pero, se presenta como un 

instrumento de naturaleza subsidiaria y residual, es decir, sólo procede en ausencia de 

otros mecanismos adecuados de defensa, con la finalidad de otorgar protección 

inmediata a los derechos constitucionales fundamentales, cuando sean vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de la autoridad pública o de los particulares. 

 

En este evento la queja va dirigida a NUEVA EPS, CLINICA FOSCAL y el CENTRO 

OFTALMOLOGICO VGR S.A.S, y frente al artículo 5 del Decreto 2591 de 1991 y Articulo 

1 Decreto 333 de 2021, se advierte claramente que es procedente esta acción contra 

estas entidades, siendo este Despacho competente para resolverla. 

 

 

6.5 De la legitimación por activa.  

 

En el presente caso concurre la señora MARTHA YANET ORDUZ ORDOÑEZ, quien actúa 

en nombre propio, para solicitar la defensa de su derecho fundamental a la salud y vida 

digna. Sobre el tema, la jurisprudencia constitucional ha tenido la oportunidad de 
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pronunciarse en diferentes oportunidades, concluyendo que la legitimación en la causa 

por activa es un presupuesto esencial de la procedencia de la acción de tutela dentro de 

un caso concreto, puesto que al juez le corresponde verificar de manera precisa quién 

es el titular del derecho fundamental que está siendo vulnerado y cuál es el medio a 

través de cual acude al amparo constitucional.  

 

De acuerdo a lo anterior, se deja en evidencia que la señora MARTHA YANET ORDUZ 

ORDOÑEZ se encuentra legitimada para actuar dentro de la presente tutela, pues es la 

directamente afectada. 

 

6.6 De la legitimación por pasiva.  

 

La parte pasiva en el presente tramite se encuentra conformada por la NUEVA EPS, 

CLINICA FOSCAL y el CENTRO OFTALMOLOGICO VGR S.A.S, de manera tal que al ser 

esta la entidad responsable de la prestación del servicio de salud objeto de la presente 

acción, es la legitimada por pasiva para emitir un pronunciamiento al respecto. 

 

6.7. Inmediatez 

 

La regla general establecida en el artículo 86 de la Constitución y en el artículo 1 del 

Decreto 2591 de 1991, señala que la acción de tutela puede ser propuesta “en todo 

momento y lugar”. No obstante, la Corte Constitucional ha establecido que la solicitud 

de amparo debe ser propuesta dentro de un plazo razonable posterior a la violación de 

los derechos fundamentales, como se dispuso en la Sentencia SU-961 de 1999 al señalar 

que “La tutela debe interponerse dentro de un plazo razonable. La razonabilidad de este 

plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser procedente en 

cada caso concreto. De acuerdo con los hechos, el juez está encargado de establecer si 

la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado, de tal modo que no 

se vulneren derechos de terceros”1. 

 

De conformidad con los hechos expuestos por la accionante los mismos vienen 

ocurrieron desde el mes de febrero de 2022, considerado lo anterior se concluye que la 

acción fue presentada dentro del término razonable. 

 

                                                 
1 Sentencia SU-961 de 1999 M.P. Vladimiro Naranjo Mesa, consideración jurídica No. 5 
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6.8. Subsidiariedad 

 

El inciso tercero del artículo 86 de la Constitución establece el carácter subsidiario de la 

acción de tutela al señalar, que “Esta acción sólo procederá cuando el afectado no 

disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. 

 

En desarrollo de la norma constitucional, el numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591 

de 1991 reiteró que el amparo no procedería “Cuando existan otros recursos o medios 

de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para 

evitar un perjuicio irremediable”, agregando, además, que la eficacia del medio de 

defensa debe ser apreciada en concreto, atendiendo a las circunstancias del caso. 

Dentro de esta comprensión se ha aceptado la procedencia definitiva del amparo en 

aquellas situaciones en las que, existiendo recursos judiciales, los mismos no sean 

idóneos para evitar la vulneración del derecho fundamental. Sobre el punto la 

Corporación ha afirmado lo siguiente: 

 

“La jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que, en virtud del 

principio de subsidiariedad de la tutela, los conflictos jurídicos relacionados con los 

derechos fundamentales deben ser en principio resueltos por las vías ordinarias -

jurisdiccionales y administrativas- y sólo ante la ausencia de dichas vías o cuando las 

mismas no resultan idóneas para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, 

resulta admisible acudir a la acción de amparo constitucional.”2 

 

6.9. Con relación al principio de continuidad en la prestación del servicio a la Salud, el 

Máximo Tribunal Constitucional ha puntualizado que:  

 

“11.1. Es jurisprudencia constante de esta Corporación, la consideración según la cual, 

el principio de continuidad es parte integral del servicio de salud, entendido como la 

imposibilidad de que las entidades encargadas de su prestación interrumpan el servicio 

de manera súbita o intempestiva, sin que exista una justificación constitucionalmente 

admisible y siempre. Sobre el particular, esta Corporación en sentencia SU-562 de 1999, 

sostuvo:  

                                                 
2 Sentencia SU-458 de 2010 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva 
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“(…) la salud es un servicio público, y además esencial, no tiene la menor duda porque 

los artículos 48 y 49 expresamente dicen que la salud es servicio público, el artículo 366 

C.P. presenta como objetivo fundamental del estado la solución a la salud, y la ley 100 

de 1993 también lo indica en su artículo 2º. 

  

Uno de los principios característicos del servicio público es el de la eficiencia. Dentro de 

la eficiencia está la continuidad en el servicio, porque debe prestarse sin interrupción.”  

  

11.2. La mencionada interrupción del servicio no sólo ocurre cuando la entidad 

prestadora desvincula de manera definitiva al afiliado, estando en curso un tratamiento 

médico, sino también cuando aún estando vinculado a la E.P.S., deja de suministrar un 

tratamiento, procedimiento, medicamento o diagnóstico, entre otros, con fundamento 

en razones de naturaleza contractual, legal o administrativo, evento en el que el juez 

constitucional debe intervenir, con el fin de restablecer los derechos fundamentales 

vulnerados.  

 

11.3. Así pues, las entidades prestadoras del servicio de salud, ya sea en el régimen 

contributivo o subsidiado, no pueden realizar actos que comprometan su continuidad, y 

como consecuencia la eficiencia del mismo, en tanto “en un Estado Social del Derecho, 

fundado en el respeto de la dignidad humana (art. 1° C.P.) y en la conservación del valor 

de la vida (Preámbulo y art. 11 C.P.), no puede predicarse la efectividad del servicio de 

salud en aquellos eventos en los cuales la E.P.S., desconociendo las reales circunstancias 

de salud de un afiliado y sin mediar justificación, lo somete a esperar indefinidamente 

la práctica de una cirugía que se necesita de manera urgente, o antepone problemas 

administrativos, contractuales o económicos, o disposiciones de carácter legal para 

negarse a prestar el tratamiento médico que le garantizará al usuario la existencia 

digna.”3  

 

De lo acotado se extrae que el derecho a la salud no debe ser concebido bajo una 

interpretación restringida, su espectro va más allá de la simple curación de un 

padecimiento o la paliación de los dolores, su ámbito de protección comprende el 

bienestar no sólo físico sino también psicológico, por lo que se debe propender porque 

                                                 
3 Corte Constitucional, sentencia T-022 de 2014. 
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el individuo goce al máximo dentro sus posibilidades de un bienestar integral que le 

permita desarrollarse en su entorno social con la mayor normalidad posible. 

 

6.10. La naturaleza jurídica de los copagos y de las cuotas moderadoras y las hipótesis 

en las que procede su exoneración 

 

5.1.1. El artículo 187 de la Ley 100 de 1993, por medio de la cual se regula el Sistema de 

Seguridad Social Integral, establece la existencia de pagos moderadores, los cuales 

tienen por objeto racionalizar y sostener el uso del sistema de salud. Esta misma norma 

aclara que dichos pagos deberán estipularse de conformidad con la situación 

socioeconómica de los usuarios del Sistema, pues bajo ninguna circunstancia pueden 

convertirse en barreras de acceso al servicio de salud. 

 

La Corte Constitucional precisó que “la exequibilidad del cobro de las cuotas 

moderadoras tendrá que sujetarse a la condición de que con éste nunca se impida a las 

personas el acceso a los servicios de salud; de tal forma que, si el usuario del servicio -

afiliado cotizante o sus beneficiarios- al momento de requerirlo no dispone de los 

recursos económicos para cancelarlas o controvierte la validez de su exigencia, el 

Sistema y sus funcionarios no le pueden negar la prestación íntegra y adecuada”.4 De 

modo que, cuando una persona no tiene los recursos económicos para cancelar el monto 

de los pagos o cuotas moderadoras, la exigencia de las mismas limita su acceso a los 

servicios de salud, lo cual va en contravía de los principios que deben regir la prestación 

del servicio.5 

 

5.1.2. Como desarrollo de lo establecido en la Ley 100 de 1993, el Consejo Nacional de 

Seguridad Social en Salud expidió el Acuerdo 260 de 2004, en el que se definió el régimen 

de pagos compartidos y cuotas moderadoras dentro del Sistema General de Seguridad 

Social en Salud. El mencionado Acuerdo se encargó de establecer: (i) las clases de pagos 

moderadores, (ii) el objeto de su recaudo, (iii) la manera cómo estos se fijan y (iv) las 

excepciones a su pago. 

5.1.3. En relación con las clases de pagos, dicho Acuerdo en su artículo 3º estableció la 

diferencia entre las cuotas moderadoras y los copagos. Señaló que las primeras son 

                                                 
4 Corte Constitucional, sentencia C-542 de 1998. M.P. Hernando Herrera Vergara. 
5 Corte Constitucional, sentencia T-399 de 2017. M.P. Cristina Pardo Schlesinger. 
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aplicables a los afiliados cotizantes y a sus beneficiarios, mientras que los segundos se 

aplican única y exclusivamente a los afiliados beneficiarios. 

 

5.1.4. Al respecto, esta Corporación ha reconocido que el establecimiento de las cuotas 

moderadoras, atiende el propósito de racionalizar el acceso al Sistema General de 

Seguridad Social en Salud por parte de los afiliados y sus beneficiarios, evitando 

desgastes innecesarios en la prestación del servicio, y, de otro lado, con los copagos 

aplicables a los beneficiarios, pretende que una vez se haya ordenado la práctica de 

algún servicio médico, se realice una contribución, de conformidad con un porcentaje 

establecido por la autoridad competente y acorde a la capacidad económica del usuario, 

con la finalidad de generar financiación al Sistema y proteger su sostenibilidad.6 

 

5.1.5. De otro lado, el artículo 5º del Acuerdo 260 de 2004 se encarga de enunciar los 

principios que deben respetarse para fijar los montos que se deben cancelar por 

concepto de cuotas moderadoras y copagos, a saber: 

“1. Equidad. Las cuotas moderadoras y los copagos en ningún caso pueden 

convertirse en una barrera para el acceso a los servicios, ni ser utilizados para 

discriminar la población en razón de su riesgo de enfermar y morir, derivado 

de sus condiciones biológicas, sociales, económicas y culturales.  

2. Información al usuario. Las Entidades Promotoras de Salud deberán 

informar ampliamente al usuario sobre la existencia, el monto y los 

mecanismos de aplicación y cobro de cuotas moderadoras y copagos, a que 

estará sujeto en la respectiva entidad. En todo caso, las entidades deberán 

publicar su sistema de cuotas moderadoras y copagos anualmente en un 

diario de amplia circulación.  

3. Aplicación general. Las Entidades Promotoras de Salud, aplicarán sin 

discriminación alguna a todos los usuarios tanto los copagos como las cuotas 

moderadoras establecidos, de conformidad con lo dispuesto en el presente 

acuerdo.  

                                                 
6 Corte Constitucional, sentencias T-584 de 2007. M.P. Nilson Pinilla Pinilla y T-148 de 2016. M.P. Gabriel 

Eduardo Mendoza Martelo. 
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4. No simultaneidad. En ningún caso podrán aplicarse simultáneamente para 

un mismo servicio copagos y cuotas moderadoras.”7 

Por su parte, el artículo 4º del citado Acuerdo dispone que las cuotas moderadoras y los 

copagos se aplicarán teniendo en cuenta el ingreso base de cotización del afiliado 

cotizante. Particularmente, en el artículo 9º se especifican las condiciones propias de los 

copagos, que son los que tienen relevancia en los casos objeto de estudio. Al respecto, 

se establece que el valor por año calendario permitido por concepto de copagos se 

determinará para cada beneficiario con base en el ingreso del afiliado cotizante 

expresado en salarios mínimos legales mensuales vigentes, de acuerdo con los 

parámetros que, para cada evento, se fijan en la misma disposición.8  

5.1.6. Ahora bien, el precitado Acuerdo, en su artículo 7º, hace referencia a las 

excepciones a la cancelación de copagos de la siguiente forma: 

“Artículo 7º. Servicios sujetos al cobro de copagos. Deberán aplicarse 

copagos a todos los servicios contenidos en el plan obligatorio de salud, con 

excepción de: 1. Servicios de promoción y prevención. // 2. Programas de 

control en atención materno infantil. // 3. Programas de control en atención 

de las enfermedades transmisibles. // 4. Enfermedades catastróficas o de 

alto costo. // 5. La atención inicial de urgencias. // 6. Los servicios enunciados 

en el artículo precedente”.9 (Subrayado fuera del texto original) 

 
A su vez, el parágrafo 2º del artículo 6º del mismo Acuerdo establece: “[s]i el usuario 

está inscrito o se somete a las prescripciones regulares de un programa especial de 

atención integral para patologías específicas, en el cual dicho usuario debe seguir un 

plan rutinario de actividades de control, no habrá lugar a cobro de cuotas moderadoras 

en dichos servicios”.10 

 

                                                 
7 Acuerdo 260 de 2004, artículo 5º  
8 Acuerdo 260 de 2004, artículo 9º: “Monto de copagos por afiliado beneficiario. El valor por año calendario permitido por concepto de copagos se 

determinará para cada beneficiario con base en el ingreso del afiliado cotizante expresado en salarios mínimos legales mensuales vigentes, de la siguiente 

manera: // 1. Para afiliados cuyo ingreso base de cotización sea menor a dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes el 11.5% de las tarifas pactadas 

por la EPS con las IPS, sin que el cobro por un mismo evento exceda del 28.7% del salario mínimo legal mensual vigente. // 2. Para afiliados cuyo ingreso 

base de cotización esté entre dos y cinco salarios mínimos legales mensuales vigentes, el 17.3% de las tarifas pactadas por la EPS con las IPS, sin que exceda 

del 115% de un (1) salario mínimo legal mensual vigente, por un mismo evento.  // 3. Para afiliados cuyo ingreso base de cotización sea mayor a cinco (5) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes, el 23% de las tarifas pactadas por la EPS con las IPS, sin que por un mismo evento exceda del 230% de un (1) 

salario mínimo legal mensual vigente.  // Parágrafo. Para efectos del presente acuerdo se entiende por la atención de un mismo evento el manejo de una 

patología específica del paciente en el mismo año calendario”. 
9 Acuerdo 260 de 2004, artículo 7º. 
10 Acuerdo 260 de 2004, artículo 6º parágrafo 2º. 
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5.1.7. De otro lado, con el objetivo de evitar que el cobro de copagos se convierta en una 

barrera para la garantía del derecho a la salud, esta Corporación ha considerado que 

hay lugar a la exoneración del cobro de los pagos moderadores, en los casos en los cuales 

se acredite la afectación o amenaza de algún derecho fundamental, a causa de que el 

afectado no cuente con los recursos para sufragar los citados costos. Particularmente, 

la jurisprudencia constitucional ha establecido dos reglas que el operador judicial debe 

tener en cuenta para eximir del cobro de estas cuotas: (i) cuando la persona que necesita 

con urgencia un servicio médico carece de la capacidad económica para asumir el valor 

de la cuota moderadora, la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio 

de salud deberá asegurar el acceso del paciente a éste, asumiendo el 100% del valor11; 

(ii) cuando una persona requiere un servicio médico y tiene la capacidad económica para 

asumirlo, pero tiene problemas para hacer la erogación correspondiente de forma 

oportuna, la entidad encargada de la prestación deberá brindar oportunidades y formas 

de financiamiento de la cuota moderadora, con la posibilidad de exigir garantías, a fin 

de evitar que la falta de disponibilidad inmediata de recursos se convierta en un 

obstáculo para acceder a la prestación del servicio12. 

 

5.1.8. En síntesis, la cancelación de cuotas moderadoras y copagos es necesaria en la 

medida en que contribuyen a la financiación del Sistema de Seguridad Social en Salud y 

protege su sostenibilidad. No obstante, el cubrimiento de copagos no puede constituir 

una barrera para acceder a los servicios de salud, cuando el usuario no tiene capacidad 

económica para sufragarlos, por lo que es procedente su exoneración a la luz de las 

reglas jurisprudenciales anteriormente referidas. Así mismo, el Acuerdo 260 de 2004 que 

definió el régimen de pagos compartidos y cuotas moderadoras en el Sistema de Salud, 

estableció que estas deben fijarse con observancia de los principios de equidad, 

información al usuario, aplicación general y no simultaneidad, siempre en consideración 

de la capacidad económica de las personas. Así mismo, dispuso el deber de aplicar 

copagos a todos los servicios de salud con excepción de ciertos casos particulares, dentro 

de los cuales se encuentran: (i) aquellos en los cuales el paciente sea diagnosticado con 

una enfermedad catastrófica o de alto costo y (ii) cuando el usuario se somete a las 

prescripciones regulares de un programa especial de atención integral para patologías 

específicas. 

                                                 
11 Corte Constitucional, ver entre otras, sentencias T-115 de 2016. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez y T-062 de 2017. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza 

Martelo.  
12 Corte Constitucional, sentencia T-062 de 2017. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. En esta ocasión se reiteró lo establecido, entre otras, en las 

sentencias T-330 de 2006. M.P. Jaime Córdoba Triviño; T-310 de 2006. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto y T-115 de 2016. M.P. Luis Guillermo 

Guerrero Pérez. 
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En este orden de ideas, es procedente que el operador judicial exima del pago de copagos 

y cuotas moderadoras cuando: (i) una persona necesite un servicio médico y carezca de 

la capacidad económica para asumir el valor de la cuota moderadora, caso en el cual la 

entidad encargada deberá asegurar al paciente la atención en salud y asumir el 100% 

del valor correspondiente; (ii) el paciente requiera un servicio médico y tenga la 

capacidad económica para asumirlo, pero se halle en dificultad de hacer la erogación 

correspondiente antes de que éste sea prestado. En tal supuesto, la EPS deberá 

garantizar la atención y brindar oportunidades y formas de pago de la cuota 

moderadora; y (iii) una persona haya sido diagnosticada con una enfermedad de alto 

costo o esté sometida a las prescripciones regulares de un programa especial de 

atención integral para patologías específicas, casos en los cuales se encuentra 

legalmente eximida del cubrimiento de la erogación económica. 

 

 

7. EL CASO CONCRETO 

 

En el caso bajo estudio, la señora MARTHA YANET ORDUZ ORDOÑEZ, acude a la presente 

acción constitucional con el objetivo de que se le revisen los cobros por concepto de 

copagos y cuotas moderadoras realizados  por su EPS y se le devuelva el excedente 

cancelado, aunado a lo anterior solicita sea exonerada del pago de cuotas y copagos en 

cada una de las citas médicas, procedimientos médicos (exámenes) procedimientos 

quirúrgicos y entrega de medicamentos, así como la atención o tratamiento integral para 

los diagnósticos que padece.  

 

Como prueba de los hechos que fundamentan la pretensión de tutela, se allegó certificado 

de afiliación, recibos de pago de cuotas moderadores y copagos, copias de control consulta 

externa- ortopedia, valoración prequirúrgica año 2021, historia clínica, ordenes de 

servicio, entre otros.  

 

La accionada NUEVA EPS indicó que en el presente caso nos encontramos frente a la figura 

de la temeridad por parte de la accionante, en razón a que ya se ha tramitado una acción 

de tutela en cuanto al tratamiento integral y la exoneración de copagos, en el JUZGADO 

DOCE CIVIL MUNICIPAL DE BUCARAMANGA, por tanto, solicita se deniegue por 

improcedente la presente acción de tutela. 
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En razón a lo anterior se procedió a requerir al juzgado 12 civil municipal de Bucaramanga 

para que informara si se ha tramitado acción de tutela en ese despacho por parte de la 

señora MARTHA YANET ORDUZ ORDOÑEZ, así mismo para que se remitiera copia del 

escrito de tutela y sentencia en dicho trámite. De la revisión de los documentos remitidos 

por el Juzgado anteriormente mencionado se observa que mediante dicha acción 

constitucional se solicitó la autorización para el suministro de medicamentos, igualmente 

se observa similitud en los hechos narrados al indicar que depende económicamente de 

su hija y la imposibilidad de seguir pagando cuotas moderadoras ni copagos, aunado a lo 

anterior solicitó la garantía al tratamiento integral para los diagnósticos que aquejan su 

salud.   

 

 

En el caso sub examine, considera este Juzgador que la acción de tutela por su naturaleza 

o carácter residual y subsidiario no es el medio idóneo para exigir a una EPS la devolución 

de pagos realizados en razón a copagos o cuotas moderadoras cancelados a las IPS por la 

prestación de su servicio, aunado a lo anterior no se observa prueba alguna de que se haya 

realizado por parte de la accionante, trámite ante la EPS solicitando la revisión de dichos 

cobros. Debe reiterarse que la acción de tutela procede única y exclusivamente cuando no 

exista otro medio de defensa judicial o cuando se pretenda evitar un perjuicio 

irremediable a cargo del actor, situaciones que no se encontraron demostradas dentro del 

presente trámite. 

 

Respecto a la pretensión de exoneración de cuotas moderadoras y copagos, se debe tener 

en cuenta que en la sentencia de tutela 22 de junio de 2022 el Juzgado Doce Civil Municipal 

de Bucaramanga expresó que “En el caso en concreto se tiene que, si bien la accionante 

tiene en su contra sendas patologías, no se ha impuesto barrera alguna para la prestación 

de sus servicios que sea atribuible a la cancelación de dichos rubros.” y de acuerdo a lo 

anterior dispuso en su parte resolutiva “TERCERO: NEGAR la exoneración de cuotas 

moderadoras y copagos solicitada por la parte actora, en virtud de lo expuesto.”. 

 

En el caso que hoy nos ocupa no se manifestó por parte de la accionante que, en este 

momento se le esté negando la realización de algún procedimiento medico ordenado 

recientemente a causa del no pago de cuota moderadora o copago, igualmente de la 

revisión de los documentos allegados no se determinó que padezca de una enfermedad 
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de alto costo o esté sometida a las prescripciones regulares de un programa especial de 

atención integral para patologías específicas. 

 

En cuanto a la solicitud de tratamiento integral el Juez constitucional igualmente en 

sentencia del 22de junio de 2022, se manifestó ordenando “igualmente autorice y 

suministre al a señora MARTHA YANETH ORDUZ ORDOÑEZ la atención médica integral 

que requiera para el tratamiento de sus patologías “diabetes mellitus tipo 2, hipertensión 

arterial, angina no especificada, nefropatía crónica”, y que sea ordenada por el médico 

tratante adscrito a su entidad”, dichas patologías son las mismas que expresó padecer la 

accionante en la presente acción constitucional por tanto no hay hechos o diagnósticos 

nuevos o sobrevinientes, por tanto no es procedente ordenar nuevamente el tratamiento 

integral a causa de su diagnóstico.  

 

Haciendo referencia a la temeridad indicada por la accionada NUEVA EPS, es preciso 

indicar este despacho no observa su configuración de acuerdo a los diversos 

pronunciamientos realizados por la Corte Constitucional en donde  ha aclarado que la sola 

existencia de varias acciones de tutela no genera, per se, que la presentación de la 

segunda acción pueda ser considerada como temeraria, toda vez que dicha situación 

puede estar fundada en la ignorancia del actor o el asesoramiento errado de los 

profesionales del derecho; o en el sometimiento del actor a un estado de indefensión, 

propio de aquellas situaciones en que los individuos obran por miedo insuperable o por la 

necesidad extrema de defender un derecho. En términos de la Corte en Sentencia T-548 

de 2017 se estableció: 

 

 “En conclusión, la institución de la temeridad pretende evitar la presentación sucesiva o 

múltiple de las acciones de tutela. Al mismo tiempo, es evidente que existen elementos 

materiales particulares para determinar si una actuación es temeraria o no. En ese sentido, 

la sola existencia de dos amparos de tutela aparentemente similares no hace que la tutela 

sea improcedente. A partir de esa complejidad, el juez constitucional es el encargado de 

establecer si ocurre su configuración en cada asunto sometido a su competencia”. 

 

Es por estas razones, que no encuentra el Despacho razón alguna para considerar que se 

trata de una acción temeraria, por no encontrar satisfechos los presupuestos 

jurisprudenciales, además tampoco se evidencia vulneración los derechos fundamentales 
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invocados por la actora por parte de las accionadas, por lo cual se denegará la prosperidad 

de sus pretensiones. 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BUCARAMANGA, administrando justicia en nombre de la República de Colombia, y por 

autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE 
 

PRIMERO: DENEGAR el amparo constitucional invocado por la señora MARTHA YANET 

ORDUZ ORDOÑEZ, identificada con la C.C. 51.743.977, actuando en causa propia, en 

contra de NUEVA EPS y la CLINICA FOSCAL., por las razones expuestas en la parte motiva 

de esta providencia. 

 

SEGUNDO. - NOTIFICAR esta providencia al tutelante en forma personal y en su defecto a 

más tardar el día siguiente mediante oficio; y a los entes accionados a más tardar al día 

siguiente mediante oficio, y si no es impugnado envíese a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión. 

 

Notifíquese y cúmplase. 

 

El juez, 

 

CRISTIAN ALEXANDER GARZÓN DÍAZ 
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